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                                                                                                                                                             “Gral. Martín Miguel de Güemes 
                                                                                                                                                              Héroe de la Nación Argentina” 

 
 

FALLOS DE LA CORTE DE JUSTICIA DE SALTA 
RELATORÍA PENAL 

TOMO 159 
 

COMPETENCIA. Competencia penal. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia del Juzgado Correccional y de Garantías de Segunda Nomi-
nación para intervenir en la presente causa, en los términos del considerando 5º del presente. 
DOCTRINA: Los conflictos de competencia deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circuns-
tancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse “prima Facie” y con prescindencia de la calificación 
que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Garros Martínez.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C CAYO, JOSÉ EPIFANIO POR HURTO CALIFICADO A VÁZQUEZ, TOMASA – PIEZAS PERTE-
NECIENTES – COMPETENCIA (Expte. Nº CJS 34.463/11)  (Tomo 159: 371/376 – 07/septiembre/2011) 
 
COMPETENCIA. Competencia penal. Acumulación de causas conexas. Diferente estado procesal. Avocamiento del 

juez correccional. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia del Juzgado Correccional y de Garantías de Quinta Nomina-
ción del Distrito Judicial del Centro, para intervenir en la presente causa. 
DOCTRINA: Aplicación de la Acordada 9.522, Anexo II, punto 3º 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Catalano, Cornejo, Díaz.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
C/C CRUZ, DANIEL ALEJANDRO; MURUAGA, PAOLA SOLEDAD CELESTE – PIEZAS PERTENECIENTES - 
COMPETENCIA (Expte. Nº CJS 34.260/11)  (Tomo 159: 485/490 – 20/septiembre/2011) 
 
COMPETENCIA. Competencia penal. Ausencia de promoción de acción penal. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR mal planteada la cuestión de competencia y ordenar al Juez de Instrucción 
Formal de Segunda Nominación del Distrito Judicial de Norte, Circunscripción Tartagal, que remita las actuaciones al 
Ministerio Público Fiscal a sus efectos. 
DOCTRINA: Si no existe una promoción de acción penal debe declararse mal planteado el conflicto de competencia, 
pues de acuerdo al insoslayable principio “ne procedat iudex ex officio”, la ausencia de actividad promotora impide el 
ejercicio de la atribución de dirimir competencias, en tanto la existencia de una causa penal presupone la debida instan-
cia de investigación formulada por un sujeto facultado para ello que posibilite tener por debidamente instada la jurisdic-
ción. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Garros Martínez.  DOCTRINA: Dra. Galli. 
CAUSA: C/C MERCADO DE BARCAT, DORILA NÉLIDA – ESTAFA – ALAVILA, CARLOS MARTÍN – PIEZAS 
PERTENECIENTES – COMPETENCIA (Expte. Nº CJS 34.496/11)  (Tomo 159: 683/688 - 03/octubre/2011) 
 
COMPETENCIA. Competencia penal. Competencia en razón de turno. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia del Juzgado de Instrucción Formal de Sexta Nominación para 
intervenir en la presente causa. 
DOCTRINA: Aplicación de la Acordada 8.691, punto I, inciso 5º 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Catalano, Díaz, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C GUERRA, ABRAHAM - ENCUBRIMIENTO LAVADO DE ACTIVOS DE ORIGEN DELICTIVO - 
ROJAS, PATRICIA CECILIA – PIEZAS PERTENECIENTES - COMPETENCIA (Expte. Nº CJS 34.460/11)  (Tomo 
159: 341/346 – 07/septiembre/2011) 
 
COMPETENCIA. Competencia penal. Competencia en razón del turno. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR mal planteada la cuestión de competencia y tener por radicada la causa en el 
Juzgado de Instrucción Formal de Primera Nominación. 
DOCTRINA: El planteo erróneo de la cuestión de competencia debe equipararse a la falta de su proposición oportuna y 
genera la radicación definitiva de la causa, cuando la declaración de incompetencia obedece a aspectos que no atañen al 
orden público. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Garros Martínez.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C SEGURA, DANIEL ALEJANDRO - PIEZAS PERTENECIENTES – COMPETENCIA (Expte.  Nº CJS 
34.540/11)  (Tomo 159: 679/682 - 03/octubre/2011) 
 
COMPETENCIA. Competencia penal. Competencia en razón del turno, delito de estafa contra la administración pú-

blica. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia del Juzgado de Instrucción Formal de Quinta Nominación 
para intervenir en la causa. 
DOCTRINA: La defraudación en perjuicio de la administración pública no constituye una modalidad específica de frau-
de, sino una figura agravada que no encuentra otro motivo de diferenciación que la naturaleza del ofendido, pudiendo 
defraudarse al Estado por cualquiera de las acciones previstas en los artículos 172 y 173 del Código Penal.  

Es relevante el momento de la acción típica concretamente materializada para determinar cuándo se configura 
el delito imputado y, a partir de allí, determinar la competencia. Si las constancias de la causa no permiten establecer con 
certeza la fecha en que se perfeccionó el delito, debe apelarse para la resolución del caso a las pautas subsidiarias de 
asignación de competencia previstas en el punto I, art. 5º de la Acordada 8691. (Del voto de los Dres. Posadas, Catala-

no, Cornejo  y Garros Martínez). 
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El aspecto relevante para determinar cuándo se configura el delito y, de ello, derivar la consecuente asignación 
de competencia, es el relativo al momento de realización de la acción típica, por lo que debe intervenir el juzgado que se 
encontraba de turno en esa oportunidad. (Del voto del Dr. Vittar) 

En correspondencia con la pauta contenida en el punto I, 3º de la Acordada 8691, debe tenerse en cuenta para 
establecer la competencia, en el caso del delito de estafa contra la administración pública, el momento en que se perfec-
ciona la maniobra estafatoria, es decir con la disposición económicamente perjudicial. (Del voto del Dr. Díaz) 

TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Garros Martínez.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: C/C 
DÍAZ, LUIS ALBERTO; PALMA, JOSÉ GREGORIO; DÍAZ, JORGE RAMÓN; DÍAZ, SEBASTIÁN FEDERICO; 
DAVID, FÉLIX OSVALDO; RÍOS, JULIO ARMANDO; MALDONADO, DANIEL OMAR; MALDONADO, NÉS-
TOR; CAMACHO, SERGIO; N.N. POR FALSIFICACIÓN IDEOLÓGICA DE INSTRUMENTO PÚBLICO EN CO-
NC. IDEAL CON EL DELITO DE FRAUDE EN PERJUICIO DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA - DENUN-
CIANTES: ROMANO, CARLOS; CÓRDOBA, MARÍA; SOSA, CARLOS; CÓRDOBA, FRANCISCO; ENRÍQUEZ, 
RENE; ROMANO, ANDREA; SOSA, VÍCTOR; SOSA, OSVALDO Y LEONARDI, ALFREDO - PIEZAS PERTE-
NECIENTES - COMPETENCIA (Expte. N° CJS 34.550/11) (Tomo 159: 891/898 – 05/octubre/2011) 
 
COMPETENCIA. Competencia penal. Competencia en razón del turno, extemporaneidad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia del Juzgado Correccional y de Garantías de Quinta Nomina-
ción para intervenir en la presente causa. 
DOCTRINA: Aplicación de la Acordada 8.691, Anexo I, pto. 7º 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C ARIAS, OSCAR BONIFACIO; VILLEGAS, ANALÍA SILVANA POR LESIONES LEVES, AMENA-
ZAS, CONCURSO REAL – ART. 55 – EN PERJUICIO DE LOS MISMOS - PIEZAS PERTENECIENTES – COM-
PETENCIA (Expte. N° CJS 34.433/11)  (Tomo 159: 377/380 – 07/septiembre/2011) 
 
COMPETENCIA. Competencia penal. Competencia en razón del turno, falta de precisión de la fecha de consumación. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia del Juzgado de Instrucción Formal de Sexta Nominación, 
para intervenir en la presente causa. 
DOCTRINA: Aplicación de la Acordada 8.691, art. 3º, pto. I 
TRIBUNAL: Dres. Garros Martínez, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C HEIT, MAURICIO ARNALDO POR ESTAFA A LOMBARDI, CARLOS ALBERTO – PIEZAS PER-
TINENTES - COMPETENCIA (Expte. Nº CJS 34.498/11)  (Tomo 159: 347/350 – 07/septiembre/2011) 
 
COMPETENCIA. Competencia penal. Competencia en razón del turno, radicación definitiva de la causa por avoca-

miento. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia del Juzgado Correccional y de Garantías de Quinta Nomina-
ción, para intervenir en los presentes autos. 
DOCTRINA: Aplicación de las normas de la Acordada 8.691 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: ACTUACIONES REFERIDAS A EXPTE. 88.358/10 (DISPOSICIÓN JURISDICCIONAL RESPECTO DEL 
VEHÍCULO SECUESTRADO) - COMPETENCIA (Expte. Nº CJS 34.448/11)  (Tomo 159: 405/410 – 
07/septiembre/2011) 
 
COMPETENCIA. Competencia penal. Conexidad.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia del Juzgado de Instrucción Formal de Sexta Nominación para 
intervenir en la presente causa. 
DOCTRINA: Aplicación de las disposiciones procesales sobre conexidad (art. 38 inc. 2º del C.P.P.) 
TRIBUNAL: Dres. Garros Martínez, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: VILLAGRÁN, FERNANDO PASCUAL Y HERRERA, GUSTAVO ADOLFO POR ROBO AGRAVADO 
POR EL USO DE ARMAS EN GRADO DE TENTATIVA A FABIÁN, MARCELA RAQUEL – PIEZAS PERTENE-
CIENTES – COMPETENCIA (Expte. Nº CJS 34.492/11)  (Tomo 159: 259/264 – 05/septiembre/2011) 
 
COMPETENCIA. Competencia penal. Conexidad. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia del Juzgado de Instrucción Formal de Segunda Nominación 
del Distrito Judicial del Norte Circunscripción Tartagal, para intervenir en la presente causa. 
DOCTRINA: Aplicación de la Acordada 8.691, punto I, artículo 6º 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C LEAVY, SERGIO NAPO- LEÓN; TORINA, HUGO; TRIGO, DANIELA; LECLERCQ, SILVIO; SÁN-
CHEZ, GERÓNIMO P/MAL-VERSACIÓN DE CAUDALES PÚBLICOS Y PECULADO – PIEZAS PERTENE-
CIENTES - COMPETENCIA (Expte. Nº CJS 34.336/11)  (Tomo 159: 265/270 – 05/septiembre/2011) 
 
COMPETENCIA. Competencia penal. Conexidad.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia de la Cámara Tercera en lo Criminal, del Distrito Judicial del 
Centro, para intervenir en la presente causa. 
DOCTRINA: Aplicación de las disposiciones procesales sobre conexidad (art. 37 inc. 3º del C.P.P.)  
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C TORREZ, MARCOS DAVID; GAVILÁN, PABLO EZEQUIEL; BENÍTEZ, EZEQUIEL ADRIÁN POR 
LOS DELITOS DE ROBO CALIFICADO POR ESCALAMIENTO EN GRADO DE TENTATIVA, HURTO SIMPLE 
Y VIOLACIÓN DE DOMICILIO EN CONCURSO REAL – PIEZAS PERTENECIENTES - COMPETENCIA (Expte. 
Nº CJS 34.410/11) (Tomo 159: 281/286 – 06/septiembre/2011) 
 
COMPETENCIA. Competencia penal. Conexidad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia del Juzgado Correccional y de Garantías de Sexta Nomina-
ción, del Distrito Judicial del Centro para intervenir en la presente causa. 
DOCTRINA: Aplicación del art. 37 inciso 3º del C.P.P. y la Acordada 8.691, punto I, art. 7º 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C ROJAS GÓMEZ, ROCÍO NATALIA POR AMENAZAS EN PERJUICIO DE MEDINA ELVIRA – 
PIEZAS PERTENECIENTES – COMPETENCIA (Expte. Nº CJS 34.134/10)  (Tomo 159: 649/654 - 03/octubre/2011) 
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QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO. Ausencia de sentencia definitiva. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por recurso de casación denegado interpuesta a fs. 1/25. 
DOCTRINA: Es improcedente la queja por denegación del recurso de casación si la resolución que se pretende revertir 
no encuadra en los tipos previstos en el artículo 467 del Código Procesal Penal, ni resulta equiparable a sentencia defini-
tiva. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Catalano, Cornejo, Díaz, Garros Martínez.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: C/C GAR-
CÍA ROSALINI, EMANUEL RODRIGO; PIRIZ, PABLO RAÚL; FABIANO, MAURO EZEQUIEL; PATIÑO, 
ARIEL GUSTAVO; DARIVICHE, MATÍAS NADIN – QUEJA POR REC. DE CASACIÓN DENEGADO (Expte. Nº 
CJS 34.385/11) (Tomo 159: 593/598 – 27/septiembre/2011) 
 
QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO. Improcedencia, ausencia de sentencia definitiva; taxativi-

dad de los recursos. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por recurso de casación denegado deducida a fs. 1/8. 
DOCTRINA: No corresponde hacer lugar a la queja por denegación del recurso de casación, si la resolución que se 
pretende revertir no encuadra en los tipos previstos en el artículo 467 del Código Procesal Penal, ni resulta equiparable a 
sentencia definitiva. 
           En virtud del principio de taxatividad o legalidad consagrado por el artículo 443 del Código Procesal Penal, las 
vías impugnativas proceden sólo en los casos y medios expresamente establecidos por la ley. (Del voto de los Dres. 

Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez y Posadas) 
  Corresponde el rechazo de la queja, si el objeto de la presentación examinada no es la denegación de un recurso 
que compete conocer a la Corte, sino, por el contrario, es la resolución de la Cámara de Acusación que, como tribunal de 
alzada, declaró erróneamente concedida una apelación por el Juzgado de Instrucción Formal.  (Del voto del Dr. Vittar) 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
INCIDENTE DE NULIDAD PRESENTADO POR EL DR. ESTRADA, DAMIÁN EN REPRESENTACIÓN DE CHI-
RENO, CLARA CRISTINA – QUEJA POR REC. DE CASACIÓN DENEGADO (Expte. Nº CJS 34.117/10) (Tomo 
159: 97/104 – 08/agosto/2011) 
 
QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO. Procesamiento, ausencia de sentencia definitiva; revisión 

por el tribunal de apelación, doble instancia. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por denegación del recurso de casación interpuesta a fs. 13 
y vta. 
DOCTRINA: El auto de procesamiento y la resolución de la Cámara que lo confirma, no son susceptibles de recurso de 
casación, porque no existe sentencia definitiva y además, en tal caso se encuentra cumplida la exigencia de la doble 
instancia en virtud de la específica intervención del tribunal de apelación. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Garros Martínez.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: PALOMBINI, JULIO CESAR - QUEJA POR REC. DE CASACIÓN DENEGADO (Expte. N° CJS 
34.351/11)  (Tomo 159: 629/632-03/octubre/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Acción contravencional, prescripción. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. SUSPENDER el trámite del recurso de inconstitucionalidad deducido a fs. 68/70 vta. II. 
ORDENAR que bajen los autos al Juzgado Correccional y de Garantías de Quinta Nominación a fin de que se expida 
sobre la eventual prescripción de la acción. 
DOCTRINA: Si conforme a las constancias de la causa la acción contravencional posiblemente se encuentra prescripta y 
tal decisión depende de la discusión de diferentes aspectos fácticos y jurídicos, resulta necesario que ese aspecto sea 
objeto de consideración por parte del juzgado de origen, al que corresponde devolver las actuaciones en el estado en que 
se encuentran. 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: ARROYO, MARÍA MARTHA; RISSA, ROSANA GABRIELA – RECURSO DE INCONSTITUCIONALI-
DAD (Expte. Nº CJS 34.179/11)  (Tomo 159:  1023/1032-11/octubre/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Admisibilidad formal. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la admisibilidad formal del recurso de casación interpuesto a fs. 155/159 vta. 
II. ORDENAR que se ponga el expediente en la oficina por el término de quince días (art. 474 del C.P.P.). 
DOCTRINA: Admisibilidad formal por aplicación de los artículos 466 inciso 3º, 467, 469 inc. 1º y 472 Código Procesal 
Penal. 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Catalano. DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C GUARACHE, WALTER ANTONIO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. N° CJS 34.486/11)  (Tomo 
159: 1061/1066 – 11/octubre/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Concesión errónea del recurso de casación; resolución que ordena la detención del 

acusado.  

CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR mal concedido el recurso de casación interpuesto a fs. 49/57. 
DOCTRINA: Corresponde declarar mal concedido el recurso de casación deducido contra la resolución que ordena se 
libre orden de detención del imputado, pues lo que habilita el remedio anticipado de la casación es la pretensión de hacer 
cesar un gravamen irreparable, y ello no sucede, en principio, en los trámites relativos a la libertad, puesto que el acusa-
do cuenta con la posibilidad de articular los institutos previstos en el Código Procesal Penal como medios aptos para 
impedir o hacer cesar su privación. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Garros Martínez, Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
C/C MORCILLO CASTILLO, CRISTIAN JESÚS; SUÁREZ, RODOLFO BENJAMÍN – ACTUACIONES COM-
PLEMENTARIAS – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. N° CJS 34.763/11)  (Tomo 159: 537/540 – 
22/septiembre/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de abuso sexual, retractación de la menor víctima, sobreseimiento dispuesto sin 

que se haya agotado la investigación, falta de certeza. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 177/180 y, en su mérito, DEJAR 
SIN EFECTO la resolución de fs. 174/176 y REVOCAR el sobreseimiento dictado a fs. 165 y vta. 
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DOCTRINA: En los casos de delitos de abuso sexual infantil, el retracto de un menor no debe recibir el mismo trata-
miento que la retractación de un adulto y ello amerita un mayor esfuerzo en la investigación, pues es habitual que el niño 
se vea presionado por sus sentimientos de culpa y por el sufrimiento de sus familiares, y sienta que es responsable del 
desmembramiento del grupo familiar y de sus consecuencias económicas.   
         Corresponde dejar sin efecto la resolución que sobresee al acusado del delito de abuso sexual si existieron en la 
causa relatos contradictorios de la menor y la instrucción se cumplió sólo parcialmente resultando incompleta, porque 
esa circunstancia imponía una especial profundización de la investigación a tenor de los diversos datos aportados por la 
supuesta víctima a fin de establecer cuál de los relatos se ajusta a la verdad histórica (Del voto de los Dres. Garros Mar-

tínez, Catalano, Cornejo, Ferraris, Posadas y Vittar) 

          El auto de sobreseimiento, pronunciamiento liberatorio de carácter definitivo, es una decisión que de manera 
anticipada cierra definitiva e irrevocablemente el proceso penal, cancelando de manera irrevocable la continuidad de la 
persecución penal con relación al imputado a cuyo favor se dicta, y presupone como “conditio sine qua non” un estado 
de certeza desincriminatoria con relación al inculpado. 
          Corresponde desaprobar el sobreseimiento decretado, si no ha  existido una investigación agotada en lo que 
respecta a la producción de diligencias probatorias. 
      El estado de certeza necesario para emitir un pronunciamiento liberatorio como el sobreseimiento no puede 
extraerse de cualquier contexto de averiguación de la verdad, sino que debe fundarse en la apreciación de toda la eviden-
cia relevante reunida en la causa, conforme a las reglas de la sana crítica racional, valoración que conlleva que se ponde-
ren de modo completo las evidencias colectadas, dando la razón concreta por la que se hacen prevalecer algunas de las 
pruebas sobre otras, sin que sea dable en este aspecto al magistrado manejarse de un modo intuitivo o preconceptual 
(Del voto de los Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Posadas y Vittar) 

TRIBUNAL: Dres. Garros Martínez, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C SÁNCHEZ, WALTER CARLOS – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.746/10)   (Tomo 159:  
967/976 – 11/octubre/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de homicidio calificado por alevosía, elementos del agravante; valoración de la 

prueba, sana crítica, indicios; certeza para condenar. Pena de prisión perpetua, constitucionalidad del artículo 80 del 

Código Penal. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 3185/3188. 
DOCTRINA: Existe certeza para condenar a los acusados como coautores del delito de homicidio calificado por alevos-
ía si el tribunal tuvo por acreditado que los imputados concertaron una cita con la víctima; aceptada, abordaron su vehí-
culo, uno en el asiento delantero derecho y el otro en la parte de atrás, ubicados en lugar propicio para celebrar el acto 
concertado -oscuro y alejados de la vista de terceros- y mientras uno efectuaba tareas de distracción, el otro –siempre 
desde la parte trasera del automóvil- asestó la puñalada letal, y la correcta reconstrucción fáctica, si bien parte de la de-
claración indagatoria de uno de los acusados, encuentra sustento en numerosos elementos de convicción colectados en la 
causa, especialmente, la “sábana” de llamadas telefónicas, la intercomunicación previa y posterior entre los imputados y 
de al menos uno de ellos con la víctima para concertar la cita, la autopsia y ulterior declaración médica, los informes 
psicológicos agregados, fundamentalmente en orden a las inclinaciones sexuales del coautor y la víctima, y los testimo-
nios prestados en el debate que, en lo esencial, permiten reconocer a uno de los acusados como la persona que escapaba 
corriendo del lugar donde fuera consumado el homicidio. 
           El sistema de la sana crítica racional permite construir un determinado acontecer mediante inferencias que des-
cansan en indicios, y éstos sólo tienen valor probatorio cuando no pueden dar lugar a ninguna otra conclusión, es decir, 
cuando resultan unívocos; ello es así porque si la sumatoria de indicios, que individualmente pueden tener explicaciones 
compatibles con otras hipótesis fácticas, en su valoración global permite descartar la probabilidad, entonces, la duda que 
cada uno trae intrínsecamente se transforma en certeza. 

La alevosía exige una acción preordenada para matar sin peligro para la persona del autor. El agravante, así, 
exige objetivamente el ocultamiento de la intención criminal y la situación de indefensión de la víctima, y subjetivamen-
te, la preordenación de la conducta para matar sin peligro o sobre seguro. Latente en esas exigencias, sintetizando su 
esencia, surge su rasgo característico: la intención de asegurar el hecho sin correr riesgos. 

Existe alevosía en el actuar de loa acusados, si ha quedado demostrado en la causa que la ocasión en que fue 
perpetrado el delito y el modo artero de ejecución es el fruto de la convergencia preordenada de las voluntades de ellos 
que no sólo decidieron matar, sino que coincidieron en los aspectos necesarios para poner en estado de indefensión a la 
víctima y ejecutar una precisa división de funciones que abarcó la concertación de la cita, la ubicación en el vehículo 
como los roles a desempeñar, y que en definitiva, permitió asegurar la obra criminal. 

La pena de prisión perpetua establecida en el artículo 80 del Código Penal es constitucional, porque la Consti-
tución Nacional no prohíbe esa clase de pena sino que protege la dignidad inherente a la persona humana, vedando las 
penas degradantes, crueles o inhumanas. Cada uno de los tipos previstos en la norma contienen como elementos consti-
tutivos diferentes circunstancias que demuestran la mayor culpabilidad y peligrosidad del autor, cuya concreta magnitud 
-por gravedad- es establecida legalmente y lo hace merecedor de una sanción que, excluida del régimen de los artículos 
40 y 41 de ese código, únicamente es alternativa en cuanto a la especie de pena, reclusión o prisión. 
TRIBUNAL: Dres. Garros Martínez, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C SORIA, SILVIO ELÍAS; NÚÑEZ, SERGIO ALFREDO; ULIVARRI, CÉSAR JAVIER (MENOR) – 
RECURSO DE CASACIÓN E INCONSTITUCIONALIDAD (Expte. N° CJS 33.200/10)  (Tomo 159: 983/996 – 
11/octubre/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar, conducta típica, bien 

jurídico protegido. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 107/111. 
DOCTRINA: Para configurar el delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar debe acreditarse que el 
obligado haya omitido consciente y deliberadamente las prestaciones de asistencia, situación que se halla probada si el 
imputado no ha intentado demostrar siquiera que hubiera satisfecho tal obligación en la medida de sus posibilidades 
         El delito previsto por el artículo 1º de la Ley 13944 consiste en una conducta típica: la voluntaria sustracción 
del progenitor a prestar los medios indispensables para la subsistencia del hijo, lo cual supone demostrar la deliberada 
intención con que pudiera haber obrado el padre del menor. Es de pura omisión y peligro abstracto; la ley no presupone 
aportes imposibles de hacer frente, sino una omisión encaminada a privar de lo necesario.  
         El bien jurídico protegido por la ley 13944 es el aseguramiento de los medios indispensables de subsistencia, 
tomando en cuenta la alimentación, el vestido, la habitación y la asistencia médica en casos de enfermedad, cuyo límite 
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está dado por la necesidad y no por la utilidad. No se trata de un delito de resultado sino de mero peligro y la ley obliga a 
ambos progenitores a cumplir con la obligación alimentaria respecto de su hijo menor . (Del voto de los Dres. Vittar, 

Díaz, Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez y Posadas) 
         Para configurar el delito previsto en el artículo 1º de la Ley 13944 debe acreditarse que el obligado haya omiti-
do consciente y deliberadamente las prestaciones de asistencia. El núcleo del tipo es la omisión simple o pura, la con-
ducta omisiva dolosa de no dar lo que se debe, es decir, la sustracción, el apartamiento deliberado a prestar los medios 
indispensables para la subsistencia. (Del voto de los Dres. Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez y Posadas) 

TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz,, Ferraris, Garros Martínez, Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA:  TORDOYA, JORGE DAVID – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº 33.398/10)  (Tomo 159: 669/678 - 
03/octubre/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de lesiones culposas, conducción antirreglamentaria de vehículo de transporte de 

pasajeros, sobrepaso de otro vehículo, valoración de la prueba, testigos, motivación de la sentencia. Pena de prisión de 

ejecución condicional. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR parcialmente al recurso de casación interpuesto a fs. 167/183 y, en su 
mérito, revocar la sentencia de fs. 137/154 sólo en cuanto dispone que la pena de un mes de prisión impuesta debe ser de 
ejecución efectiva, debiendo ser de cumplimiento condicional, y mantenerla en lo demás. 
DOCTRINA: En el fallo no se verifica la arbitraria valoración de prueba a que alude la defensa del acusado, si el juzga-
dor ha ponderado los elementos de convicción esenciales confrontando el informe de criminalística de la policía y la 
inspección ocular del lugar llevada a cabo por el propio tribunal con el resto de los elementos de prueba colectados en la 
causa, y pudo despejar cualquier estado de duda. 

Ante las declaraciones discordantes de diversos testigos, pueden los jueces dar preferencia a algunas de ellas, si 
las circunstancias a que aluden se compadecen con el resto de los elementos probatorios. 

La sentencia es válida si en sus fundamentos se ha cumplido una ponderación completa del hecho, establecién-
dose que de acuerdo a las circunstancias de tiempo, modo y lugar, el accionar del acusado, conductor del vehículo de 
transporte de pasajeros, supuso una trasgresión a una expresa norma reglamentaria, que manda realizar el sobrepaso sin 
interferir la marcha del vehículo sobrepasado y que ello lo llevó a efectuar un aporte causal indispensable para que se 
concrete el resultado que se atribuye, ya que, independientemente de la impericia de la conductora del otro vehículo a la 
hora de retomar la ruta, fue aquel comportamiento imprudente el que la forzó a llevar su rodado fuera de la cinta asfálti-
ca, dando origen a la situación de peligro que finalmente desencadenara lesiones físicas a las ocupantes del automóvil. 

Siempre pesa sobre el conductor que actúa como sujeto activo de sobrepaso la obligación jurídica de prevenir el 
peligro adoptando las precauciones necesarias de distancia y lugar suficientes para la maniobra (Del voto de los Dres. 

Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris y Garros Martínez) 

Si el informe de Registro Nacional de Reincidencia da cuenta que el acusado no posee antecedentes a informar 
por esa repartición, por ende no registra condenas penales y frente a ello, el dato consignado en la planilla prontuarial se 
opone llanamente con lo evacuado por el organismo nacional, por ende esa única pieza contradice la constancia indicada 
en la ley y no puede otorgar la certeza necesaria sobre la comisión de un delito anterior perjudicando al acusado, por lo 
cual la condición de reiterante no puede tenerse por probada y, de acuerdo a los parámetros del artículo 26 del Código 
Penal, la pena de prisión impuesta debe ser de cumplimiento condicional (Del voto de los Dres. Catalano, Cornejo, 

Díaz, Garros Martínez, Ferraris y Posadas)         

Es correcto que la condena se imponga en forma de cumplimiento efectivo si sobre el acusado pesan dos con-
denas por delitos culposos, si desde la fecha de la primera hasta la última no se cumplió el término contemplado en el 
artículo 27 segundo párrafo, primera parte del Código Penal, que veda imponer una segunda condena de ejecución con-
dicional. (Del voto del Dr. Vittar) 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Garros Martínez, Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C QUISPE, JORGE DANIEL - RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.086/09) (Tomo 159:  
637/648 – 03/octubre/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN.  Delito de lesiones culposas en accidente de tránsito, prioridad de paso. Absolución, 

principio “in dubio pro reo”. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 132/135 vta. y, en su mérito, dejar 
sin efecto la sentencia de fs. 114 y vta., cuyos fundamentos obran a fs. 115/122 vta. y disponer la absolución de Elva 
Mercado, conforme a lo establecido en los arts. 4º del C.P.P., 20 de la Const. Prov. y 18 de la C.N. 
DOCTRINA: La atribución penal culposa sólo puede existir cuando se acredite que el autor ha faltado al deber de ser 
diligente y que esta conducta además incrementó decididamente el riesgo al que estaba expuesta la víctima. 
          El deber de cuidado sobre el cual se estructura la omisión culpable, se fundamenta en la previsibilidad de que 
de la propia conducta derive un daño para terceros. Si el autor no pudo prever la posibilidad del daño no tenía el deber 
de proceder con cuidado, y, por consiguiente, ocurrido aquél, no se le puede atribuir una omisión culpable.  
          La prioridad de paso para el vehículo que cruza desde la derecha no habilita el ingreso a la encrucijada a cual-
quier velocidad y despreciando la eventual circulación de vehículos por la otra calle, ya que todo conductor está obliga-
do a disminuir la velocidad en las esquinas. 
          El ingreso a una zona de intersección de calles impone al conductor un especial deber de diligencia, consistente 
en disminuir la velocidad de circulación y extremar los recaudos de dominio del vehículo. 
         Para el dictado de una sentencia condenatoria el juzgador debe albergar la certeza de que los hechos ocurrieron 
de la forma en que concluye y no de otra. Desde esta perspectiva, si no puede afirmar un extremo fáctico con prueba 
contundente, mínimamente debe explicar, a través de la lógica y en base a los elementos colectados en el debate, por qué 
descartó las otras hipótesis posibles y por qué la escogida es la única razonablemente válida. 
        Si no se lograron disipar las dudas, si no es posible hacer una afirmación sin que otras contrarias sigan siendo 
válidas o probables, entonces el juicio al que se arribó no puede predicarse como cierto. Ante tal estado silogístico, que 
no siempre coincide con la íntima convicción del juez, no cabe otra alternativa que valerse de la regla “in dubio pro reo” 
y absolver a la acusada del delito de lesiones culposas (Del voto de los Dres. Garros Martínez, Posadas, Vittar, Catala-

no, Cornejo, Díaz y Ferraris) 

       Un accidente de tránsito puede tener múltiples causas pero hace al deber del juez, a la hora de motivar una 
sentencia frente a la imputación de un delito culposo, buscar si entre los factores esenciales que determinaron la produc-
ción del hecho se encuentra un aporte concreto del acusado asociado a la violación de su deber de diligencia. 
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       El primer deber del conductor consiste en conservar el dominio sobre la máquina que comanda y, por lo mismo, 
todo conductor de un rodado automotor está obligado a permanecer atento a las evoluciones imprevistas de la circula-
ción. 
       Corresponde absolver a la acusada si a las resultas del juicio no existían elementos suficientes para acreditar de 
manera certera la conducta típica sobre la que versó la imputación (Del voto de los Dres. Catalano, Cornejo, Díaz y 

Ferraris)  

TRIBUNAL: Dres. Garros Martínez, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA:  C/C MERCADO, ELVA – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.087/09) (Tomo 159:  951/966 –
11/octubre/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de usura, valoración de la prueba, sana crítica, motivación de la sentencia, certe-

za para condenar, principio “in dubio pro reo”. Indemnización, daño moral. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR parcialmente a los recursos de casación interpuestos a fs. 2131/2141 vta. 
y 2142/2184 vta. y, en su mérito, revocar la sentencia de fs. 2048/2049, cuyos fundamentos obran a fs. 2066/2103, sólo 
en lo relativo a la imposición de costas y disponer que éstas serán soportadas en un 80 % por los demandados y en un 20 
% por los actores, confirmando el fallo recurrido en todo lo demás. 
DOCTRINA: El delito de usura sólo puede cometerse mediante dolo directo quedando excluido el dolo eventual o la 
culpa; el sujeto activo debe conocer el afligente estado económico en que se halla la víctima, la ligereza con que ésta 
obra o su inexperiencia sobre la materia y actuar a sabiendas de que su conducta importa un aprovechamiento de aquel 
apremio. 

La condena de los coautores por el delito de usura es plenamente válida, si los acusados conocían el origen de la 
necesidad de las víctimas y en la operatoria se advierten los ítems que componen la evidente desproporción pecuniaria, 
sin que el tribunal haya incurrido en apreciaciones parciales de los elementos de convicción tenidos en cuenta como 
adujo la defensa, pues la abundante prueba producida reviste fuerza de cargo indiscutible y permitió reconstruir el suce-
so histórico consumado, evidentemente, en base a acuerdos previos no sólo reflexionados sino cuidadosamente planifi-
cados, donde la división de funciones y la perfecta sincronización de cada una de las cooperaciones, constituyó la razón 
condicionante para asegurar los resultados perseguidos en común, elementos que –acreditados- son propios de la partici-
pación criminal. 

No resulta aplicable el principio “in dubio pro reo”, si de los fundamentos de la sentencia se puede establecer 
que mediante un análisis simple e innegable, el tribunal ha llegado a adecuar los hechos a la verdad de lo sucedido. 

La condena, cuenta con una estructura lógica adecuada al método de evaluación de prueba legalmente estable-
cido que es el de la sana crítica racional, si nada hay en los fundamentos expuestos en el fallo que permita establecer que 
se han transgredido los límites de las atribuciones discrecionales de apreciación de la prueba propia del tribunal de jui-
cio, o que para llegar al estado de certeza sobre los hechos en los que se basa la acusación, se haya procedido de un mo-
do arbitrario o sólo arraigado en la íntima convicción de los jueces. 

Lo referente al monto de la indemnización debida a la víctima de un delito es, en principio, de resorte exclusivo 
de los jueces del tribunal de sentencia en los términos del art. 29 del C.P., es decir, integra lo que constituyen sus pode-
res discrecionales, siempre que sean ejercidos dentro de los límites de la autorización legal. 

El daño moral queda acreditado con la valoración de las circunstancias que rodearon al hecho, toda vez que se 
trata de la lesión a los sentimientos mas profundos de quienes resultan perjudicados, y la ley ha querido otorgar una 
reparación proporcionada a la pérdida sin que resulten determinados criterios matemáticos para graduar el monto de los 
perjuicios, a menos que se demuestre arbitrariedad o absurdo que redunde en menoscabo de derechos constitucionales. 

La distribución de las costas no implica un exacto balance matemático del resultado alcanzado respecto de las 
pretensiones deducidas, sino que se debe ponderar la trascendencia de lo admitido, en su conjunto, de modo de apreciar 
cuál será, a juicio prudente del juzgador, su apropiado y equitativo prorrateo. 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: C/C FLORES TO-
RRES, ALFREDO; PLAZA, MARIA ESTELA – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.771/10)  (Tomo 159:  
435/458 – 20/septiembre/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de violación. Absolución, falta de pruebas suficientes, principio de la duda. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 57/59 y, en su mérito, revocar la 
sentencia de fs. 54/56 vta. y absolver libremente de la culpa y cargo a Lidia Cruz Correa por aplicación del principio de 
la duda, expresamente consagrado en el art. 4º del C.P.P. 
DOCTRINA: En materia penal y para condenar, los hechos en que se funda la denuncia deben tener como correlato 
indispensable la evidencia probatoria que los avale, porque un hecho debe considerarse probado cuando no puede haber 
sucedido de otra manera, en virtud de que la verdad real –cuya búsqueda resulta inexorable en el transcurso del proceso 
penal- reside en el acuerdo entre las palabras y los actos. 

No existe incapacidad para testificar, ni tachas que invaliden el testimonio de los parientes, pero no puede ser la 
única prueba existente para aniquilar el estado de inocencia y fundar un fallo condenatorio. 

Si no existe un correlato entre las evidencias reunidas y el hecho que se juzga, debe aplicarse sin hesitación el 
principio  de la duda. 

Corresponde absolver a la acusada del delito de violación del domicilio de la supuesta víctima, si la condena se 
funda exclusivamente en dichos de familiares, sin el apoyo de otras pruebas, y en una situación familiar donde es dable 
colegir que el impulso de las pasiones puede nublar, o al menos tornar parciales los dichos incriminatorios, que en vez 
de ser imparciales impregnaron la prueba testifical de un discurso premetado. (Del voto de los Dres. Cornejo, Díaz, 

Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Catalano) 

Si el juzgador no puede afirmar un extremo fáctico con prueba contundente, mínimamente debe explicar, a tra-
vés de la lógica y en base a los elementos colectados en el debate, por qué descartó las otras hipótesis posibles y por qué 
la escogida es la única razonablemente válida.  

Cuando no se lograron disipar las dudas y no es posible hacer una afirmación sin que otras contrarias sigan 
siendo válidas o probables, entonces el juicio al que se arribó no puede predicarse como cierto, y no cabe otra alternativa 
que valerse de la regla “in dubio pro reo” (Del voto de los Dres. Garros Martínez, Posadas, Vittar y Díaz) 

TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Catalano.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C CORREA, LIDIA CRUZ - RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.808/10)  (Tomo 159:  715/726 
– 03/octubre/2011) 
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RECURSO DE CASACIÓN. Delitos de homicidio culposo múltiple y lesiones culposas, conducción antirreglamenta-

ria de automotor, valoración de la prueba, indicios. Individualización de la pena. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR parcialmente al recurso de casación interpuesto a fs. 333/355 y, en su 
mérito, modificar la sentencia de fs. 329/331 vta. sólo en lo que respecta a la penalidad y, en consecuencia, sustituir la 
pena impuesta de tres años de prisión de ejecución condicional y seis años de inhabilitación para conducir vehículos 
automotores por la de dos años de prisión de ejecución condicional y cinco años de inhabilitación para conducir vehícu-
los automotores. 
DOCTRINA: Es deber de los conductores antes de ingresar a la vía pública, verificar que su vehículo se encuentre en 
adecuadas condiciones de seguridad, y en la vía pública circular con cuidado y prevención, conservando en todo mo-
mento el dominio efectivo del vehículo, conforme los riesgos propios de la circulación. 

El conductor debe estar en pleno uso de sus facultades mentales y físicas si pretende poner en marcha un vehí-
culo, porque desde el momento que se pone en movimiento un automotor se asume un riesgo por la propia naturaleza del 
objeto a conducir, lo que exige un grado de atención y de reacción psico-motriz superior al de otras actividades.  

Es responsable el acusado de los delitos de homicidio culposo doble y lesiones culposas, si en la causa existen 
numerosos indicios que permiten afirmar que antes de subir a su automóvil ingirió bebidas alcohólicas y se encontraba 
desvelado, lo que disminuye notablemente sus aptitudes para el manejo, y sin embargo asumió el riesgo de conducir en 
ruta y en un horario nocturno, con poca visibilidad, secuestrándose en el lugar del hecho diversas botellas de bebidas 
alcohólicas y ello se aúna con los informes bioquímicos practicados. 

Debe disminuir la velocidad el conductor que se aproxima a una curva. 
No circulaba con la diligencia debida quien no pudo controlar el vehículo al llegar a una curva, desviándose de 

carril sin disminuir la velocidad, para luego empezar a derrapar de costado y perder totalmente el dominio del vehículo, 
por lo cual el resultado causado fue siempre previsible. (Del voto de los Dres. Garros Martínez, Posadas, Ferraris, 

Vittar y Román –Juez de Cámara llamado a integrar-). 

Corresponde dejar sin efecto la pena impuesta y sustituirla por otra menor, pues siendo única la conducta, el re-
proche subjetivo por el resultado causado -aun plural- en el caso también es único, y tanto éste como los demás factores 
indicativos de peligrosidad que concurren, no permiten elevar el mínimo previsto para el hecho tanto en lo relativo a la 
pena privativa de libertad como a los fines de prevención especial perseguidos por la accesoria de inhabilitación, y en el 
caso surgen diversos elementos atenuantes que, en conjunto, se oponen y neutralizan cualquier otro de carácter agravan-
te (Del voto de los Dres. Posadas, Vittar, Ferraris y Román –Juez de Cámara llamado a integrar-). 

En cuanto a la sanción a imponer, el tribunal de juicio encuentra un límite infranqueable en el pedido concreto 
de pena realizado por el Ministerio Público Fiscal, por lo que si el tribunal no ha procedido de ese modo excediéndose 
del monto solicitado por el órgano requirente, cabe modificar la pena impuesta. 

En materia de delitos culposos, la tasación de la pena debe hacerse en función de la mayor o menor violación al 
deber objetivo de cuidado, y tenerse especial consideración a las circunstancias en que se llevó a cabo la actividad pro-
ductora del riesgo. (Del voto de la Dra. Garros Martínez). 
TRIBUNAL: Dres. Garros Martínez, Posadas, Vittar, Díaz, Ferraris -Jueces de Corte- y Dr. Raúl Román –Juez de Cá-
mara Llamado a Integrar-.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: C/C CAMPERO, ROBERTO RAFAEL – RECURSO 
DE CASACIÓN   (Expte. N° CJS 32.151/08)   (Tomo 159:  175/190 – 08/agosto/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Inadmisibilidad del recurso; resolución que se encuentra firme, principio de preclusión. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR mal concedido el recurso de casación interpuesto a fs. 48/50. 
DOCTRINA: La preclusión en el proceso penal implica aniquilar la posibilidad de cumplir el acto luego de la oportuni-
dad prevista; ello encuentra fundamento en impedir la paralización indeterminada del proceso en perjuicio del interés 
público, y en su caso, el de las partes.  

Es formalmente inadmisible el recurso de casación interpuesto contra una resolución de la Corte que se encuen-
tra firme y en consecuencia causó estado sobre el objeto decidido, el que no puede ser materia de nuevas reproduccio-
nes, pedidos o alegaciones de la parte que sean diferentes y ulteriores a los medios impugnativos que pudo ejercer en su 
oportunidad (Del voto de los Dres. Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Catalano y Cornejo) 

Corresponde declarar mal concedido el recurso de casación si el tribunal inferior omitió tener en cuenta la nece-
sidad de formalizar el control de admisibilidad. 

La imposibilidad de actuar por haberse agotado el poder o facultad como consecuencia de una situación ya 
creada, constituye una de las manifestaciones del principio de preclusión, que impide realizar actos incompatibles con 
las situaciones procesales ya estables u omitidos en la oportunidad precisa en que debieron cumplirse. 
               Si no obstante la preclusión acaecida el acto se cumple, éste será inadmisible o nulo según que provenga de las 
partes o del tribunal. (Del voto de los Dres. Catalano y Cornejo) 

TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
C/C SPEICHER, LUIS MARIO – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DE JUICIO A PRUEBA – RECURSO DE CASA-
CIÓN (Expte. Nº CJS 33.614/10)  (Tomo 159: 655/660 – 03/octubre/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Inadmisibilidad formal. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente inadmisible el recurso de casación interpuesto a fs. 103/105 vta. 
DOCTRINA: Corresponde declarar formalmente inadmisible el recurso de casación interpuesto por el Ministerio Públi-
co Fiscal contra la sentencia absolutoria del acusado fundado en agravios que son contradictorios con su pretensión de 
que se dicte condena, en tanto refiere a la falta de elementos de convicción conducentes, y oportunamente no ofreció la 
producción de las pruebas que acusa como faltantes ni tampoco instó otra medida dirigida a sustentar la acusación. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Garros Martínez, Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli  CAUSA: 
C/C MÁRQUEZ, EDGAR EMANUEL – RECURSO DE CASACIÓN  (Expte. Nº CJS 34.365/11)  (Tomo 159: 525/530 
– 21/septiembre/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Inadmisibilidad  formal, extemporaneidad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente inadmisible el recurso de casación interpuesto a fs. 189/197 vta. 
DOCTRINA: Para establecer la temporaneidad del recurso de casación cuando se impugna una sentencia definitiva debe 
tomarse en cuenta el procedimiento de notificación por lectura establecido en el art. 405 del C.P.P. 

Corresponde declarar la inadmisibilidad formal del recurso de casación interpuesto fuera del plazo previsto en 
el artículo 472 del Código Procesal Penal, siendo ello un correlato elemental de lo preceptuado en el art. 155 del citado 
código, que consagra el principio de perentoriedad de los plazos establecidos a favor de las partes. 



 8

TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Catalano.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
C/C CAHUASIRI, EDUARDO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 34.396/11) (Tomo 159: 553/556 – 
22/septiembre/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Inadmisibilidad formal. Resolución que confirma el sobreseimiento, garantía de la doble 

instancia. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente inadmisible el recurso de casación interpuesto a fs. 173/174 vta. 
DOCTRINA: Corresponde declarar formalmente inadmisible el recurso de casación si los recurrentes pretenden someter 
a conocimiento de la Corte un sobreseimiento revisado y confirmado por la Cámara de Acusación, con lo cual se en-
cuentra cumplida la exigencia de la doble instancia. (Del voto de los Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Posadas y 

Vittar) 

Corresponde hacer excepción a la doctrina de la Corte de no admitir los recursos contra las resoluciones de la 
Cámara de Acusación que confirman un sobreseimiento, si en el caso son atendibles los agravios del impugnante que 
instan la revisión de la Corte sobre la forma en que el tribunal inferior valoró los elementos de prueba para arribar al 
juicio desincriminatorio (Del voto de la Dra. Garros Martínez) 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Catalano.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C GINER, CLAUDIA MARCELA – RECURSO DE CASACIÓN  (Expte. N° CJS 33.957/10)  (Tomo 159: 
797/808 - 03/octubre/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Inadmisibilidad formal. Sobreseimiento dictado en la etapa del procedimiento sumario. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente inadmisible el recurso de casación interpuesto a fs. 59/61 vta. II. 
ORDENAR que bajen los autos a la Cámara de Acusación, a los fines de la resolución del recurso que se tiene como 
apelación. 
DOCTRINA: Es formalmente inadmisible el recurso de casación interpuesto contra la resolución que dispone el sobre-
seimiento del imputado, si la etapa del juicio correccional no puede tenerse por iniciada válidamente al existir actos 
previos que se encuentran pendientes y deben ser resueltos y agotados en el marco del procedimiento sumario, por lo 
cual el auto impugnado es recurrible por apelación. 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Garros Martínez, Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C GASPAR, ROBERTO NOLASCO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 34.206/11)  (Tomo 
159:  367/370 – 07/septiembre/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Prescripción de la acción penal, sobreseimiento dispuesto sin contemplar causales de 

interrupción del plazo. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 21 y vta. y, en su mérito, REVO-
CAR la resolución de fs. 20 y vta. 
DOCTRINA: Si el último acto interruptivo de la prescripción de la acción penal es el requerimiento de juicio y a partir 
del mismo no se cumplió el plazo de prescripción de la acción hasta la fecha del decreto de citación a juicio, surge que el 
sobreseimiento a favor de la acusada se ha dispuesto sin una motivación que incluya razonamientos adecuados, basados 
en las correspondientes constancias de la causa relativas a los motivos de interrupción de la acción penal (Del voto de los 

Dres. Posadas, Vittar, Díaz y Garros Martínez) 
Corresponde dejar sin efecto la resolución  que dispone el sobreseimiento por prescripción de la acción penal a 

favor de la imputada, si el plazo fue interrumpido al no haber transcurrido mas de dos años desde la requisitoria fiscal 
hasta el momento de citación a juicio y en consecuencia, la acción penal en relación a los delitos imputados continúa 
vigente por efecto de la interrupción (Del voto de los Dres. Cornejo, Ferraris y Catalano) 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Catalano.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C RIERA, SANDRA MILENA – RECURSO DE CASACIÓN (Expte.Nº CJS 33.368/10)  (Tomo 159:  
757/770 – 03/octubre/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Recurso “in pauperis”, apelación, derecho de defensa en juicio del imputado. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 110/118 vta. y, en su mérito, dejar 
si efecto la resolución de fs. 108/109 y disponer que se de curso al trámite de la apelación impetrada a fs. 73/75 por la 
defensa de Miguel Gregorio Villagómez. 
DOCTRINA: Con absoluta independencia de la notificación a la defensa, en todo caso que el imputado por sí manifieste 
su voluntad de apelar, dentro del término previsto, corresponde tener al recurso por él interpuesto como “in pauperis 
forma”, a pesar de contar con la debida asistencia técnica. 
            En el recurso de apelación en el proceso penal, el acto de interponer y al mismo tiempo expresar agravios cons-
tituye, dada su naturaleza, un acto propio y de ejercicio exclusivo de la defensa técnica, lo cual no implica en modo 
alguno quitar o cercenar el derecho a recurrir del imputado amparado en garantías constitucionales y en los tratados 
internacionales. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C VILLAGÓMEZ, MIGUEL GREGORIO; FERNÁNDEZ, GUILLERMO ENRIQUE – RECURSO DE 
CASACIÓN (Expte. N° CJS 34.246/11)  (Tomo 159:  705/714 - 03/octubre/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Sobreseimiento dispuesto sin valorar el carácter de funcionario público del acusado y la 

suspensión del plazo de prescripción de la acción; funcionario policial. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 133/ 134 y, en su mérito, dejar sin 
efecto el auto de sobreseimiento de fs. 132 y vta. 
DOCTRINA: Corresponde dejar sin efecto el sobreseimiento, si la imputación efectuada al acusado se refiere a la su-
puesta omisión de un deber que tenía a cargo por su propia tarea como funcionario policial, y el sobreseimiento de ha 
dispuesto sin una motivación que incluya razonamientos adecuados acerca de todos los aspectos vinculados a la posible 
extinción de la acción, basados en las correspondientes constancias fehacientes relativas a los motivos de suspensión del 
plazo de prescripción de la acción penal. 
          La función policial reviste el indudable carácter de pública, en tanto implica el desempeño de una actividad que se 
ejecuta en nombre y representación del Estado. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C ESCOBAR, JORGE DANIEL – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.817/10)  (Tomo 159: 
1017/1022 – 11/octubre/2011) 
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RECURSO DE CASACIÓN. Sobreseimiento, nulidad de la resolución, falta de motivación, violación del derecho de 

defensa, coautores; calificación: delitos culposos. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 657/664 vta. y, en su mérito, 
dejar sin efecto la resolución de fs. 647/651 y revocar los sobreseimientos dictados a fs. 620/621 vta. 
DOCTRINA: Existe una nulidad de orden general que impide la vigencia de los sobreseimientos dictados y afecta tanto 
al derecho de defensa de la parte querellante como, también, al de toda la sociedad en el descubrimiento de la verdad 
real, si uno de los sujetos eventuales, constituido precisamente en defensa de un interés penal, fue ajeno a la impugna-
ción y, a la postre, sin participar, se anotició del auto liberatorio recién luego de dictado y confirmado. 

El auto de sobreseimiento es una decisión que cierra definitiva e irrevocablemente el proceso penal, es por ello 
que su pronunciamiento sólo está autorizado cuando se ha adquirido un estado de convicción asimilable a la certeza 
absoluta, es decir, que no existen dudas sobre la responsabilidad penal de los imputados. 

La resolución que dispone el sobreseimiento debe contar con una debida motivación, y dictarse a partir de las 
constancias documentadas en la causa en base a una investigación legal y respetuosa de las facultades de todos los suje-
tos procesales, lo que no sucede si se encontraban pendientes de resolución distintas medidas ofrecidas por las partes. 

Corresponde dejar sin efecto los sobreseimientos por afectación del derecho de defensa en juicio, y la resolu-
ción que los confirma, si el tribunal afirma para sostenerlos que la calificación del hecho cometido por la supuesta autora 
impide continuar investigando la conducta de sus coimputados porque las figuras culposas no admiten participación, 
pues el encuadramiento a título de culpa puede variar.  

La imputación de un delito culposo a una persona no excluye que en idéntica plataforma fáctica coexistan otras 
conductas delictivas, dolosas o culposas, que concurran como concausa, en términos de autoría conexa, mediata o en 
mera yuxtaposición. 

La aplicación del instituto de la participación en tipos culposos es discutida y debe ser materia de investigación 
pues de cerrarse el proceso anticipadamente se correrían peligros insuperables a la luz del principio del “ne bis in idem”. 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Catalano.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C BURGOS, DANIEL GUSTAVO; LEISECA, ALDANA ALEJANDRA; AGÜERO GONZÁLEZ, IG-
NACIO Y OTROS – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.432/10)  (Tomo 159:  211/224 – 
01/septiembre/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba, delitos con pena de inhabilitación.  

CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 29/32 y, en su mérito, revocar la 
resolución de fs. 22/26 de autos.  
DOCTRINA: Corresponde dejar sin efecto la resolución que concede al imputado el beneficio de la suspensión del jui-
cio a prueba, si en el caso los fines de prevención especial amparados por el artículo 76 bis, último párrafo del Código 
Penal no se cumplen, y al conceder el instituto el tribunal de grado omitió la necesidad de resguardar los fines apuntados 
mediante alusiones que no cumplen con el requisito de debida fundamentación. (Del voto de los Dres. Posadas y Garros 

Martínez) 

           Corresponde dejar sin efecto la resolución que concede al imputado el beneficio de la suspensión del juicio a 
prueba, si en el caso particular los fines protegidos por el artículo 76 bis, último párrafo del Código Penal no han sido 
superados; ello exige la aplicación de la prohibición y, al respecto, la decisión del juez de grado presenta defectos de 
motivación. 
           La razonable aplicación del precepto contenido en el último párrafo del artículo 76 bis del Código Penal sobre 
el instituto de la suspensión del juicio a prueba, no desconoce la prohibición, sino que, en armoniosa interpretación, debe 
superarla mediante los medios alternativos que prevé la legislación vigente. (Del voto de los Dres. Catalano y Vittar) 
           Corresponde dejar sin efecto la resolución que concede de la suspensión del juicio a prueba a favor del acusado 
sin que se haya ejercido una efectiva e integral protección de los derechos de la menor víctima en cuanto a la reparación 
del daño, y sin haberse dado intervención al Asesor de Menores e Incapaces cuya participación necesaria se encuentra 
prevista en el artículo 59 del Código Civil 
           El niño tiene derecho a una especial protección y, considerando sus derechos, la tutela de los mismos debe 
prevalecer como factor primordial en toda relación judicial, de modo que ante cualquier conflicto de intereses de igual 
rango, el interés moral y material de los menores debe tener prioridad sobre cualquier otra circunstancia que pueda ocu-
rrir en cada caso.  (Del voto del Dr. Cornejo) 

           No corresponde otorgar el beneficio de la suspensión del juicio a prueba en los delitos reprimidos con pena de 
inhabilitación, prohibición expresamente dispuesta en el artículo 76 bis, último párrafo del Código Penal. (Del voto del 

Dr. Díaz) 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Catalano.  DOCTRINA: Dra.Galli.  CAUSA: C/C 
SIUFFI, ÁNGEL ROBERTO – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DE JUICIO A PRUEBA – RECURSO DE CASA-
CIÓN (Expte. Nº CJS 33.758/10) (Tomo 159: 899/912 – 05/octubre/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba, delitos con pena de inhabilitación.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 27/30 y, en su mérito, revocar la 
resolución de fs. 20/24. 
DOCTRINA: Corresponde dejar sin efecto la resolución que concede al imputado el beneficio de la suspensión del jui-
cio a prueba, si en el caso los fines de prevención especial amparados por el artículo 76 bis, último párrafo del Código 
Penal no se cumplen, y al conceder el instituto el tribunal de grado omitió la necesidad de resguardar los fines apuntados 
mediante alusiones que no cumplen con el requisito de debida fundamentación.  (Del voto de los Dres. Posadas y Ga-

rros Martínez) 

           Corresponde dejar sin efecto la resolución que concede al imputado el beneficio de la suspensión del juicio a 
prueba, si en el caso particular los fines protegidos por el artículo 76 bis, último párrafo del Código Penal no han sido 
superados; ello exige la aplicación de la prohibición y, al respecto, la decisión del juez de grado presenta defectos de 
motivación. 
           La razonable aplicación del precepto contenido en el último párrafo del artículo 76 bis del Código Penal sobre 
el instituto de la suspensión del juicio a prueba, no desconoce la prohibición, sino que, en armoniosa interpretación, debe 
superarla mediante los medios alternativos que prevé la legislación vigente. (Del voto de los Dres. Catalano y Vittar) 
           Corresponde dejar sin efecto la resolución que concede de la suspensión del juicio a prueba a favor del acusado 
sin que se haya ejercido una efectiva e integral protección de los derechos de la menor víctima en cuanto a la reparación 
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del daño, y sin haberse dado intervención al Asesor de Menores e Incapaces cuya participación necesaria se encuentra 
prevista en el artículo 59 del Código Civil 
           El niño tiene derecho a una especial protección y, considerando sus derechos, la tutela de los mismos debe 
prevalecer como factor primordial en toda relación judicial, de modo que ante cualquier conflicto de intereses de igual 
rango, el interés moral y material de los menores debe tener prioridad sobre cualquier otra circunstancia que pueda ocu-
rrir en cada caso. (Del voto del Dr. Cornejo) 

           No corresponde otorgar el beneficio de la suspensión del juicio a prueba en los delitos reprimidos con pena de 
inhabilitación, prohibición expresamente dispuesta en el artículo 76 bis, último párrafo del Código Penal. (Del voto del 

Dr. Díaz) 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Catalano.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: C/C 
MIRANDA CASTILLO, SEGUNDO GENARO – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DE JUICIO A PRUEBA – RE-
CURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.780/10)  (Tomo 159:  913/926 – 05/octubre/2011) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL.  Cuestiones de hecho y aplicación de normas de derecho común y 

procesal, plazo para interponer la acción de inconstitucionalidad, exceso ritual. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 153/157 vta. Con costas. 
DOCTRINA: En tanto vía impugnaticia especial, el recurso extraordinario federal está dirigido a un objetivo concreto y 
restringido: reparar agravios constitucionales; por eso, la existencia de una cuestión federal o constitucional configura la 
base misma del recurso. 
           Constituye carga procesal del recurrente demostrar que existe una relación directa entre la materia del pleito y 
la invocada cuestión constitucional, extremo que no se satisface con la simple alegación de que el fallo cuestionado 
lesiona determinadas garantías de la Constitución, si el impugnante no precisa ni demuestra en concreto cómo se ha 
operado efectivamente tal violación en la sentencia. 
           No se evidencia una cuestión constitucional si los vicios atribuidos al pronunciamiento impugnado sólo ponen 
de manifiesto una discrepancia del recurrente con lo resuelto por la Corte de conformidad con las constancias de la cau-
sa, y los agravios remiten indefectiblemente al análisis de cuestiones de hecho y a la aplicación de normas de derecho 
común y procesal, ajenas, por su naturaleza, a la instancia del art. 14 de la ley 48. 
           La discrepancia del apelante con la inteligencia asignada en el fallo de la Corte a la aplicación del artículo 704 
del Código Procesal Civil y Comercial local, al efectuar el análisis acerca de la temporaneidad o no de la acción de in-
constitucionalidad, resulta ineficaz para habilitar una tercera instancia ordinaria para debatir aspectos no federales de la 
cuestión, máxime cuando se han expresado fundamentos suficientes que, más allá de su acierto o error, eliminan la tacha 
de arbitrariedad invocada 
 La aplicación de reglas jurídicas no inconstitucionales no es exceso rituario, como tampoco aquellas acciones u 
omisiones judiciales que el interesado pudo haber impedido de haber actuado diligentemente. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Garros Martínez.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: CIRILO, JUAN CARLOS – ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD (Expte. Nº CJS 33.103/09)  (Tomo 
159:  809/816 – 03/octubre/2011) 


